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Santiago de Cali, Cuatro (04) de septiembre de dos mil veintitrés (2.023). 

  

Procede el Despacho a dictar Sentencia de Primera instancia dentro de la acción de tutela 

instaurada por la señora YAZMIN RIVAS MURILLO quien actúa a mutua propio, contra 

COMPASS GROUP, solicitando la protección del derecho fundamental al mínimo vital, 

estabilidad laboral reforzada los cuales considera vulnerados por la entidad accionada. 

 

ANTECEDENTES Y PRETENSIONES 

 

En síntesis, del recuento fáctico y probatorio contenido en el libelo introductor se extrae que 

la señora YAZMIN RIVAS MURILLO, tiene 40 años de edad, se encontraba laborando en 

la empresa Compass Group, cumpliendo funciones en el casino de comida de la empresa 

Lafrancol S.A.S, tales como servir los alimentos para 700 personas que laboran en la 

empresa mencionada, lavado platos todo el día, hacer aseo al comedor, limpiar mesas y 

trapear.  

 

Manifiesta que empezó con dolor en las manos, hormigueo, y se le dormían las manos, 

motivo por el cual acudió al médico, quien diagnostico tenosinovitis que derivan mano 

izquierda, llamada también Quervain, es un problema que provoca dolor en la parte inferior 

del pulgar, y en el costado de la muñeca, cuando alguien tiene tenosinovitis de Quervain, 

se inflama la fibra filamentosa (tendón) que ayuda a alejar el pulgar de los otros dedos. Le 

provoca dolor al girar la muñeca. También presenta mucho dolor si agarra algo entre el 

pulgar y los dedos, oye un sonido raro como un chirrido, crujido p chasquido cuando mueve 

la muñeca o el pulgar. 

 

Aduce que el médico tratante ordenó 10 terapias y medicamentos para el dolor y también 

el fisiatra ordena electromiografía, todo el tratamiento lo ha realizado a través de la EPS 

Comfenalco, además es la recomendación que la da el médico tratante, además está en el 

proceso de valorar si es una enfermedad laboral o general.  

 

Indica que el día 3 de agosto de los corrientes su jefe inmediata la que coordina el casino y 

de manera verbal le informan que la empresa ha decidido prescindir de sus servicios 

laborales que ella recibía ordenes del abogado de la empresa. 

 

Finaliza diciendo que en vista de esta situación acudió a la defensoría del pueblo, con el fin 

de comenzar con la demanda laboral, pero para iniciar debe pedir amparo de pobreza ya 

que no tiene dinero para pagar un abogado de confianza y esperar luego para presentar la 

demanda laboral, y como es de conocimiento la demanda laboral se demora en su admisión 

y desarrollo de la misma y por ello acude a su despacho para que de manera subsidiaria 

amparar sus derechos fundamentales.  

 

 

Por lo anterior, solicita que se tutelen los derechos fundamentales a la dignidad humana, al 

mínimo vital, a la estabilidad laboral reforzada y ORDENAR al representante legal de 

COMPASS GROUP, el reintegro a su cargo y funciones y así garantizar su estabilidad 

laboral reforzada, y se le pague la indemnización por despido sin justa causa contempladas 



en el artículo 64 del CST adema de ellos ordenar a la entidad accionada se abstenga de 

realizar actos de acoso laboral en su contra, una vez se produzca su reintegro.   

 

 

ACTUACIÓN PROCESAL: 

 

La presente acción de tutela es admitida el día 29 de junio de 2.023, mediante auto No. T-

395 contra COMPASS GROUP SERVICES COLOMBIA S.A., en el que se ordenó notificar 

y oficiar a la parte accionante, accionada y a los vinculados CAJA DE COMPENSACION 

FAMILIAR DEL VALLE DEL CAUCA "COMFENALCO VALLE DE LA GENTE", 

SERVICIOS INTEGRADOS DE SALUD S.A.S., AFICENTER S.A.S., COLMEDICOS, 

DEFENSORIA DEL PUEBLO REGIONAL VALLE DEL CAUCA y LABORATORIO 

FRANCO COLOMBIANO LAFRANCOL S.A.S., para que en el término perentorio de un 

día (1) se sirvieran dar explicaciones que consideraran necesarias respecto a los hechos y 

pretensiones de la presente acción de tutela. 

 

 

RESPUESTA DEL ACCIONADO COMPASS GROUP SERVICES COLOMBIA S.A  

 

La entidad accionada ejerció oportunamente su derecho de defensa y contradicción, 

anexando 53 archivos digitales en PDF, ubicados en el consecutivo 10 de la presente 

tutela.  

 

RESPUESTA DEL VINCULADO CAJA DE COMPENSACIÓN FAMILIAR DEL 

VALLE DEL CAUCA COMFENALCO VALLE DE LA GENTE EN SU 

PROGRAMA DE EPS 

 

La entidad accionada ejerció oportunamente su derecho de defensa y contradicción, 

anexando 43 archivos digitales en PDF, ubicados en el consecutivo 11 de la presente 

tutela.  

 

RESPUESTA DEL VINCULADO SERVICIOS INTEGRADOS DE SALUD S.A.S 

 

La entidad accionada ejerció oportunamente su derecho de defensa y contradicción, 

anexando 09 archivos digitales en PDF, ubicados en el consecutivo 05 de la presente 

tutela.  

 

RESPUESTA DEL VINCULADO AFICENTER S.A.S. 

 

Pese a ser notificado el mismo guardó silencio frente a los hechos y pretensiones de esta 

acción de tutela. 

 

RESPUESTA DEL VINCULADO COLMEDICOS. 

 

Pese a ser notificado el mismo guardó silencio frente a los hechos y pretensiones de esta 

acción de tutela. 

 

RESPUESTA DEL VINCULADO DEFENSORIA DEL PUEBLO REGIONAL VALLE 

DEL CAUCA. 

 

La entidad accionada ejerció oportunamente su derecho de defensa y contradicción, 

anexando 09 archivos digitales en PDF, ubicados en el consecutivo 08 de la presente 

tutela.  

 

 

 

 

 

 



RESPUESTA DEL VINCULADO LABORATORIO FRANCO COLOMBIANO 

LAFRANCOL S.A.S. 

 

La entidad accionada ejerció oportunamente su derecho de defensa y contradicción, 

anexando 25 archivos digitales en PDF, ubicados en el consecutivo 07 de la presente 

tutela.  

 

 RESPUESTA DEL VINCULADO MINISTERIO DEL TRABAJO. 

 

La entidad vinculada ejerció oportunamente su derecho de defensa y contradicción, 
anexando 06 archivos digitales en PDF, ubicados en el consecutivo 14 de la presente tutela.  

 

 

PROBLEMA JURÍDICO 

 

En atención de lo expuesto, corresponde a este Juez Constitucional determinar si se cumple 

en este asunto con el principio de subsidiariedad para la procedencia de la acción de tutela, 

teniendo en cuenta que la señora YAZMIN RIVAS MURILLO que pretende por medio de 

este trámite tutelar, el reintegro en el cargo que desempeñaba y/o uno de igual o mayor 

jerarquía, y el pago de las indemnizaciones correspondientes al despido sin justa causa.  

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 86 de la Constitución Nacional consagra la acción de tutela como un mecanismo 

judicial, rápido y eficaz para garantizar los derechos fundamentales establecidos en la Carta 

Política cuando estos resultan vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de 

cualquiera autoridad pública, o de particulares en los casos determinados por la Ley, La 

protección consistirá en una orden para que aquel respecto del cual se solicita la tutela 

actúe o se abstenga de hacerlo. 

 

Derecho a la estabilidad reforzada sentencia T-118-2019. 

 

“La jurisprudencia constitucional, tanto en el ámbito del control abstracto de 

constitucionalidad como el campo del control concreto, ha tenido oportunidad 

de referirse al derecho a la estabilidad reforzada, fijando algunas reglas que 

determinan su alcance y ámbito de aplicación. 

 

Inicialmente, a través de diversos pronunciamientos ha señalado que el derecho 

a la estabilidad laboral reforzada se encuentra estrechamente vinculado a varios 

mandatos constitucionales, a saber: (i) en primer lugar, al artículo 53 superior el 

cual consagra el derecho a la estabilidad en el empleo, como principio que rige 

todas las relaciones laborales y que se manifiesta en la conservación del cargo 

por parte del empleado, sin perjuicio de que el empleador pueda dar por 

terminada la relación laboral al verificar que se ha configurado alguna de las 

causales contempladas en la ley como justa para proceder de tal manera o, que 

dé estricto cumplimiento a un procedimiento previo; (ii) en segundo lugar, al 

artículo 47 que le impone al Estado el deber de adelantar una política de 

previsión, rehabilitación e integración social a favor de las personas en situación 

de discapacidad; (iii) En tercer lugar, al artículo 13 que, al consagrar el derecho 

a la igualdad, le atribuye al Estado el deber de proteger especialmente a 

aquellas personas que por su condición económica, física o mental se 

encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta, con miras a promover las 

condiciones que hagan posible una igualdad real y efectiva; y finalmente, (iv) al 

artículo 95 que le impone a la persona y al ciudadano el deber de obrar 

conforme al principio de solidaridad social, ante situaciones que pongan en 

peligro la vida o la salud. 

 

En desarrollo de los precitados preceptos constitucionales, el legislador expidió 

la Ley 361 de 1997 Por la cual se establecen los medios de integración social 

de las personas en situación de discapacidad y se dictan otras disposiciones. 



Mediante dicho ordenamiento legal se adoptaron medidas de protección 

especial en favor de las personas que son desvinculadas laboralmente con 

ocasión de sus afecciones, previendo sanciones frente a cualquier acto de 

discriminación en contra de estos sujetos. 

 

En ese orden, el artículo 26 de la referida ley consagró la prohibición de la 

terminación del contrato laboral de un trabajador por razón de su limitación física 

o mental, salvo que medie autorización de la oficina de trabajo. A la par, 

estableció que ante la ausencia de tal aprobación, procede el reconocimiento 

de una indemnización en favor de quien fuere desvinculado. 

 

Mediante Sentencia C-531 de 2000[108], esta Corporación llevó a cabo el 

control de constitucionalidad de la referida disposición. En dicho fallo, este 

Tribunal consideró que el pago de una indemnización en favor de los 

trabajadores que fueron despedidos y que se encontraban en situación de 

discapacidad o debilidad manifiesta presenta un carácter sancionatorio y 

suplementario pero que no otorga eficacia jurídica al despido o a la terminación 

del contrato de la persona con limitación, sin previa autorización de la oficina de 

Trabajo”. 

 

 En el mismo tópico encauzado hacia a la la estabilidad laboral reforzada de trabajadores 

disminuidos físicamente, la corte Constitucional en la sentencia T-018 de 2013, 

compendiando las subreglas en el tema acorde con la regulación normativa de la ley 361 

de 1997, asentó: 

 

“Sobre las subreglas enunciadas la Sala realizará algunas precisiones: 

  

“En primer lugar, la sentencia C-824 de 2011 advirtió que no solo las personas con 

discapacidad severa son destinatarias de la protección de la estabilidad laboral reforzada y 

de las demás prestaciones establecidas en la Ley 361 de 1997. Así, se incluyen como 

beneficiarias de dicha protección las personas con una limitación leve y moderada, 

de modo que “la referencia específica que hace el artículo 1º de la Ley 361 de 1997, a 

las personas con limitaciones ‘severas y profundas’ no puede tomarse como 

expresiones excluyentes para todos los artículos que conforman la citada ley. En 

punto a este tema, es de aclarar que la clasificación del grado de severidad de una limitación 

(art. 7º, Ley 361 de 1997) no implica la negación y vulneración de un derecho, sino la 

aplicación de medidas especiales establecidas por la misma ley para personas con 

discapacidad en cierto grado de severidad (vgr. los artículos 2º, 3º y 4º de la Ley 361 de 

1997). Más que de discapacidad leve y moderada, la jurisprudencia ha señalado que en 

estas situaciones debe hablarse de personas que por su estado de salud física o mental se 

encuentran en condiciones de debilidad manifiesta, que les dificulta trabajar en ciertas 

actividades o hacerlo con algunas limitaciones y que, por tanto, requieren de una asistencia 

y protección especial para permitirle su integración social y su realización personal, además 

de que gozan de una estabilidad laboral reforzada”.  

  

Por ello, el juez de tutela para identificar la titularidad del derecho a la estabilidad 

laboral en las personas discapacitadas y estudiar la procedencia del amparo, debe 

evaluar los factores de vulnerabilidad que se manifiestan en motivos de salud, o por 

cualquier circunstancia que afecte al actor en su bienestar físico, mental o fisiológico. 

En efecto, el operador jurídico tiene vedado condicionar el amparo a una calificación de 

pérdida de capacidad laboral expedido por juntas competentes o al porcentaje específico 

de discapacidad del trabajador.” (negrilla y subrayado fuera de texto). 

 

 

PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA. 

 

“2.2.1. De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución la acción de tutela está 

revestida de un carácter subsidiario. El principio de subsidiariedad determina 

que dicho mecanismo de protección es procedente siempre que (i) no exista un 

medio alternativo de defensa judicial; o (ii) aunque exista, este no sea idóneo y 



eficaz en las condiciones del caso concreto; o (iii) sea necesaria la intervención 

del juez constitucional para conjurar o evitar la consumación de un perjuicio 

irremediable en los derechos constitucionales. Para determinar la existencia de 

un perjuicio irremediable deben tenerse en cuenta los siguientes criterios: (i) 

una amenaza actual e inminente, (ii) que se trate de un perjuicio grave, (iii) que 

sea necesaria la adopción de medidas urgentes, y (iv) que las mismas sean 

impostergables. 

 

En efecto, en la Sentencia T-151 de 2017 se indicó que “la acción de tutela no 

es la vía judicial idónea, dado que existe una jurisdicción especializada, que en 

los últimos años ha sido fortalecida con la implementación del sistema de 

oralidad introducido con la Ley 1149 de 2007. No obstante, […] de manera 

excepcional, la jurisprudencia de este Tribunal ha contemplado la viabilidad del 

amparo constitucional para obtener el reintegro de un trabajador, en aquellos 

casos en que se encuentra inmerso en una situación de debilidad manifiesta, 

con la capacidad necesaria de impactar en la realización de sus derechos al 

mínimo vital o a la vida digna. En este escenario, la situación particular que 

rodea al peticionario impide que la controversia sea resuelta por las vías 

ordinarias, requiriendo de la procedencia de la acción de tutela, ya sea para 

brindar un amparo integral o para evitar la ocurrencia de un perjuicio 

irremediable en su contra” 

 

Además, se precisó que circunstancias como (i) la edad del sujeto, (ii) su 

desocupación laboral, (iii) el hecho de no percibir ingreso alguno que permita la 

subsistencia de su familia y la propia, y (iv) la condición médica padecida, son 

supuestos representativos de un estado de debilidad manifiesta (art. 13 

superior)1. 

 

CASO CONCRETO. 

 

Descendiendo al caso sub examine, la señora YAZMIN RIVAS MURILLO considera 

vulnerados sus derechos fundamentales a la Dignidad Humana, Mínimo Vital Móvil y 

Estabilidad Laboral Reforzada, por lo que acude a la acción de tutela solicitando el reintegro 

en el cargo que desempeñaba, y el pago de las indemnizaciones correspondientes al 

despido sin justa causa.  

 

Para efectos de determinar la viabilidad de las suplicas, este Juzgado acudirá a las pautas 

jurisprudenciales elaboradas por la Corte Constitucional, relativas a la procedencia 

excepcional del amparo invocado para los fines perseguidos en esta acción de tutela. 

En atención a lo anterior, este Despacho no pasa desapercibido que lo que pretende la parte 

actora es una controversia de carácter laboral y económico, como lo es el reintegro y el pago 

de las indemnizaciones correspondientes al despido sin justa causa, como si se hubiese 

producido un despido sin justa causa, cuando en el legajo expedimental se puede observar 

que la finalización de la relación laboral obedece a la terminación del plazo pactado para la 

ejecución de dicho contrato (Folio 16 de la contestación dada por la entidad accionada), el 

cual se produjo igualmente con el respectivo aviso de la no continuación de la relación 

laboral, el cual fue notificado a la propia ofendida el día 03 de junio de 2023 ( Folio 19 de la 

contestación dada por la entidad accionada), y en el evento que la parte accionada no esté 

de acuerdo con la razones de su desvinculación, se tiene que las mismas son objeto de otro 

estadio procesal; y, que no son objeto de discusión en la presente acción constitucional. 

En ese orden de ideas, para la solución de dicho debate que surge en virtud de una 

vinculación contractual, debe acudirse al proceso ordinario laboral, pues de lo contrario, para 

acudir a la acción de tutela como mecanismo principal en busca de protección de sus 

derechos presuntamente transgredidos en el marco de un contrato laboral, la señora 

YAZMIN RIVAS MURILLO debe demostrar sumariamente que esta acción desplaza la vía 

                                                            
1 Sentencia T-052-2020. 



judicial ordinaria, con ocasión de encontrarse en una situación de debilidad manifiesta, 

amenaza, o indefensión, que debe ser atendida prontamente por el juez constitucional o 

que la misma, evite la posible causación de un perjuicio irremediable. 

Por consiguiente, teniendo en cuenta que la acción de tutela procede cuando (i) no existan 

otros medios de defensa judiciales para la protección del derecho amenazado o 

desconocido; cuando (ii) existiendo esos mecanismos, estos no sean eficaces o idóneos 

para salvaguardar los derechos fundamentales en el marco del caso concreto, evento en 

que la tutela desplaza el medio ordinario de defensa; o cuando (iii) sea imprescindible la 

intervención del juez constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable (art. 

86, C.P.), hipótesis en la cual el amparo opera, en principio, como mecanismo transitorio de 

protección. Luego no es propio de la acción de tutela ser el medio o procedimiento llamado 

a remplazar los procesos ordinarios o especiales, ya que el propósito específico de su 

consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es otro que el de 

brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden a la garantía de sus 

derechos constitucionales fundamentales. 

Así, examinados los anexos de la acción constitucional, No se logra evidenciar que se 

encuentre en condición de debilidad manifiesta que la haga merecedora de la estabilidad 

laboral reforzada, ya que no demuestra que actualmente se encuentre en tratamiento 

médico, que no le permita desarrollar sus funciones en condiciones normales, así mismo, 

no demostró encontrarse actualmente incapacitada que dicho despido fuere sido sin justa 

causa, Maxime que en el propio examen de egreso se imprime lo siguiente:  

“ ” 

(folio 8 al 12) del escrito de tutela y anexos allegado por la propia accionante, sumado a ello 

que la accionante no allega prueba si quiera sumaria que indique que en el momento del 

despido se encuentre incapacitada o indicaciones laborales que le impidan realizar sus 

labores de forma normal. 

Por el contrario, de las pruebas allegadas por la entidad accionada se demuestra que la 

accionante, se encontraba vinculada con un contrato de trabajo a término fijo, al cual se le 

dio terminación por lo expuesto líneas atrás. 

Por lo anterior, de las pruebas que acompañan la presente acción no se logra establecer 

que se configura estabilidad laboral reforzada, ya que el accionante no se encuentra en 

condición de debilidad manifiesta. Sobre este punto, cabe resaltar lo expuesto por la Corte 

Suprema de Justicia en providencia STP6781-2021, Radicación nº 1168042: 

“La estabilidad laboral reforzada consiste en el derecho que tienen todas las 

personas a conservar el empleo y no ser despedidos en razón de su situación 

de vulnerabilidad derivado del deterioro de su salud, es decir, cuando se 

encuentren en una evidente debilidad manifiesta (CC T-320/16). 

Lo anterior indica que no toda incapacidad configura necesariamente una 

limitación física, sensorial o motora que implique de manera automática la 

activación de la estabilidad laboral reforzada”. (Subrayado y Negrilla fuera de 

la cita). 

Así mismo, para determinar si una persona se encuentra en una condición de debilidad 

manifiesta, la Honorable Corte Constitucional ha sostenido que: 

 “los trabajadores que puedan catalogarse como (i) inválidos, (ii) en situación 

de discapacidad, (iii) disminuidos físicos, síquicos o sensoriales , y (iv) en 

general todos aquellos que (a) tengan una considerable afectación en su salud; 

(b) que les “impid[a] o dificult[e] sustancialmente el desempeño de sus 

                                                            
2 Corte Suprema De Justicia STP6781-2021, Radicación nº 116804. 



labores en las condiciones regulares”, y (c) se tema que, en esas 

condiciones particulares, pueden ser discriminados por ese solo hecho, están 

en circunstancia de debilidad manifiesta y, por tanto, gozan de “estabilidad 

laboral reforzada”3  (subrayado y negrilla fuera de texto).  

En estos casos, la calificación del sujeto por debilidad manifiesta está 

condicionada o dependerá de “(i) que se establezca que el trabajador tenga un 

estado de salud que le impida o dificulte sustancialmente el desempeño de sus 

labores en circunstancias regulares, pues no cualquier afectación de la 

salud resulta suficiente para sostener que hay lugar a considerar al 

trabajador como un sujeto de especial protección constitucional” 

(subrayado y negrilla fuera de texto).4 

En suma, no hay evidencia de alguna circunstancia que le permita al Despacho concluir 

que la accionante se encuentra ante el riesgo de sufrir perjuicios irreparables e inminentes, 

que menoscaben gravemente su haber jurídico y que requiera la adopción de medidas 

urgentes e impostergables para conjurarlo. 

 

Ahora bien, las circunstancias antes anotadas, desnudan de naturaleza constitucional del 

presente debate, lo que resulta suficiente para concluir que el amparo solicitado no 

prosperará, imponiéndose entonces negar por improcedente el amparo deprecado por el 

gestor de amparo, ya que de  manera excepcional ha considerado la Corte  Constitucional 

que la acción de tutela, es procedente para la protección de derechos constitucionales o 

legales que no ostenten el rango de fundamentales, cuando guardan especial relación con 

otros de carácter fundamental, contrario sensu la acción de tutela no es procedente 

para la protección de derechos de rango legal o infra legal  o para resolver conflictos 

de contenido económico. 

Ante   la claridad de que   mediante   la acción de  tutela   no   se  pueden  resolver  conflictos 

de  contenido laboral y  económico, se  suma el  carácter  subsidiario  de  la acción de tutela, 

el cual  no   se  debe   pasar  por  alto,  teniéndose  que  no  puede esta judicatura, conforme 

a los hechos y pretensiones señalados por el promotor de amparo, ordenar a la accionada, 

ordenar el reintegro y el pago de una indemnización que no ha sido debatida y declarada 

por la jurisdicción correspondiente, lo  que simplemente   nos  lleva  a colegir  que el 

mecanismo disponible en la jurisdicción ordinaria laboral para resolver las controversias 

derivadas de los contratos de trabajo, es idóneo y eficaz para lograr la protección pretendida 

por el accionante, esto es, el pago de indemnización y demás. Adicionalmente, tampoco 

hay elementos que permitan identificar la posible configuración de un perjuicio irremediable 

que justifique la intervención urgente e impostergable. En consecuencia, se dispondrá 

negar por improcedente. 

 

Al momento de notificar este fallo, se le hará saber a los interesados, el derecho que les 

asiste a impugnarlo dentro de los tres días siguientes a su notificación, de acuerdo con lo 

dispuesto en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

En caso de que este fallo no fuere impugnado, se remitirán las presentes diligencias, al día 

siguiente del vencimiento de la ejecutoria formal, a la Corte Constitucional, para su eventual 

revisión. 

Por lo expuesto, el Juzgado, Administrando Justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR por IMPROCEDENTE el amparo de los derechos fundamentales a la 

dignidad humana, Mínimo Vital Móvil y Estabilidad Laboral Reforzada, invocados por la 

señora YAZMIN RIVAS MURILLO, por lo señalado en la parte considerativa. 

                                                            
3 Sentencia T-052 de 2020. 
4 Sentencia T-052 de 2020. 



 

SEGUNDO: ORDENAR que se notifique a las partes lo aquí decidido por el medio más 

expedito y eficaz. 

 

TERCERO: En caso de que el fallo no sea impugnado, por Secretaría remítase el 

expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, de conformidad con los 

artículos 31 y 32 del Decreto 2591 de 1991. 

 

CUARTO: Si este fallo no fuere revisado por la H. Corte Constitucional, una vez excluido 

ARCHIVESE. 

 

 

 


